






































































































exceda	de	2	gramos.	Ver	República	de	Colombia.	Ley 30 de 1986 por la cual se adopta el 
Estatuto Nacional de Estupefacientes.	Bogotá:	Congreso	de	la	República.
































































































1.º,	 22,	 23,	 24	 y	26	de	 la	 Ley	228	de	1995.	En	 esa	oportunidad,	 la	






























































como	 se	 preveía	 en	 los	 artículos	 de	 la	 Ley	 30	 de	 1986	 declarados	
inexequibles	por	sentencia	de	la	Corte	Constitucional.	De	esta	mane-
















un	 proyecto	 de	 ley	 que	 establecería	 “tribunales	 de	 tratamiento	 de	
drogas”,	 integrados	 por	médicos,	 sicólogos,	 trabajadores	 sociales	 y	
un	 juez.	Ellos	definirían	si	una	persona	capturada	 	con	 la	dosis	mí-
nima	 de	 droga	 es	 consumidora	 o	 expendedora6.	 Los	 tribunales	 de	
5	 Ibíd.
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tratamiento	 son	 promovidos	 por	 la	Oficina	 de	 las	Naciones	Unidas	
contra	las	Drogas	y	el	Delito	–onudd–	para	conocer	los	casos	de	con-
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gas,	 y	 fue	acompañado	por	una	 importante	ampliación	de	 la	oferta	
de	servicios	de	desintoxicación	y	centros	de	tratamiento	residencial.	














que	han	contribuido	al	 logro	de	 los	 resultados	positivos.	Entre	ellos,	
el	hecho	de	que	la	localización	geográfica	de	Suecia	la	sitúa	por	fuera	































































criminales.	Son	éstas	 las	que	capturan	 la	mayor	parte	de	 las	rentas	
generadas	por	 los	mercados	ilícitos	de	drogas	y,	a	 la	vez,	alimentan	







































tados	a	modificar	 los	 incentivos	que	han	 favorecido	 la	reproducción	
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y	fortalecimiento	de	dichas	organizaciones	criminales.	El	argumento	
de	mayor	peso	para	flexibilizar	el	régimen	actual	de	fiscalización	de	


































War	on	Drug”, A Human Rights Watch Report,	vol.	12,	2(G).
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